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Cordial saludo, 

De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como 
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el 
aplicativo siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y 
hora de recibo. 

Atentamente, 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: hugo enoc galves alvares <hugo.galves578@casur.gov.co>
Enviado: lunes, 26 de julio de 2021 3:03 p. m.
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. 
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>; Maria 
Cristina Munoz Arboleda <mcmunoz@procuraduria.gov.co>; gaferabogados@hotmail.es 
<gaferabogados@hotmail.es>
Asunto: Contestacion de manda proceso 11001334204620200031400 DIANA IVONE SANCHEZ 
MARTINEZ vs POLICIA NACIONAL

Buenos días  

Señores  

Juzgado 46 Administrativo de Bogotá 

E.                    S.                     D.                                  



De manera atenta remito la contestación de la demanda con la correspondiente documental que se 
anexa, dentro del proceso que se identifica a continuación, en el que se designó a este togado HUGO 
ENOC GALVES ALVAREZ del que se aporta los documentos de identificación recibiendo cualquier 
información por intermedio del correo electrónico hugo.galves578@casur.gov.co y el número telefónico 
de contacto 317 6696836.   

Proceso:                    11001334204620200031400
Acción:                      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Demandante:            DIANA IVONE SANCHEZ MARTINEZ 
Demandado:             CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 
Asunto:                      CONTESTACION DE DEMANDA POR CONCEPTO DE REAJUSTE 

AMR POR IPC AN ACTIVIDAD. 

Anexo:  

Escrito de contestación de la demanda  

Poder  

Documentos de representación  

Expediente administrativo del accionante. 

Cordialmente, 

HUGO ENOC GALVES ALVAREZ
Abogado Contratista Grupo Negocios Judiciales 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 



   

                                                         

Bogotá  
 
Señores  
JUZGADO 46 ADMINISTRATIVO DE BOGOTA. 
E.                                 S.                                  D. 
 
Proceso:  110013342046202000031400 
Acción:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
Demandante: DIANA IVONE SANCHEZ MARTINEZ  
Demandado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 
Asunto: CONTESTACION DE DEMANDA POR CONCEPTO DE IPC. 
 
 
HUGO ENOC GALVES ALVAREZ, mayor de edad y  vecino de esta ciudad, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 79.763.578 de Bogotá,  portador de la 
tarjeta profesional No. 221646 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en 
calidad de apoderado especial de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL, dentro del término legal, con el debido respeto, PRESENTO 
CONTESTACIÓN A LA ACCIÓN NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
interpuesta por la señora DIANA IVONE SANCHEZ MARTINEZ, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 46.370.375. 
 

DOMICILIO 
 

La Entidad demandada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y la 
suscrita apoderada, tienen su domicilio principal en la ciudad de Bogotá, Carrera 7 
No. 12b - 58 piso 10, teléfonos 2860911 Extensión 255 y 2821857. 
 
 

CALIDAD DE LA DEMANDADA 
 

La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, es un establecimiento Público, 
Entidad descentralizada del orden Nacional, adscrito al Ministerio de Defensa 
Nacional, creado mediante Decreto 0417 de 1955, adicionado y reformado por los 
Decretos 3075 de 1955, 782 de 1956, 234 de 1971, 2003 de 1984 y 823 de 1995, 
conforme con los Decretos 1050 de 1968, 3130 de 1968 y la Ley 489 de 1998, por 
lo cual goza de personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio propio e 
independiente; representada legalmente por el Director Brigadier General (r) 
JORGE ALIRIO BARON LEGUIZAMON, según Decreto 2293 del 08 de Noviembre 
de 2012. 

 

CON RELACION A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

Manifiesto al Honorable Despacho que LA ENTIDAD DE ACUERDO A LOS 
PARAMETROS ESTABLECIDOS POR EL GOBIERNO NACIONAL ESTA PRESTA 
A CONCILIAR, RECONOCER Y PAGAR LO CONCERNIENTE AL REAJUSTE DE 
IPC, EN TANTO EL TITULAR TENGA DERECHO. 

Frente a la condena en costas establecida en el artículo 188 de la Ley 1437 de 
2011, me OPONGO por las razones que expondré a lo largo de esta contestación, 
teniendo en cuenta que al actor se le ha reajustado su asignación mensual de retiro 
a partir del 01 de diciembre de 2015, conforme lo estipula el decreto 1212 de 1990 y 
demás, que regulan la materia, y periódicamente incrementan la asignación de retiro 
para que no sufra devaluación monetaria. Se debe aclarar que mi representada  
siempre ha estado presta al cabal cumplimiento de las normas legales pertinentes 



   

                                                         

especiales, que son aplicables  a las prestaciones de los retirados y sus 
beneficiarios; por lo que la parte demandada no ha observado una conducta 
dilatoria o de mala fe por lo que solicito con todo respeto al Honorable Despacho, 
NO SE SANCIONE A LA ENTIDAD EN COSTAS NI EN AGENCIAS EN DERECHO 
de conformidad a la reiterada jurisprudencia del  Consejo de Estado, tales como, los 
procesos con radicados 2012-00701 CP. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, 
2012-00439 CP. Sandra Lisset Ibarra Vélez, 2012-00206 CP. Alfonso Vargas 
Rincón, los cuales coinciden en que la condena en costas no se debe aplicar de 
manera automática sino que deben confluir circunstancias para su aplicación; en 
este orden de ideas considero que no se debe aplicar esta sanción por lo 
anteriormente expuesto y que de acuerdo con el Acta No. 01 de 2016, proferida por 
el Comité de Conciliación de la entidad, se fijaron las siguientes políticas de 
conciliación respecto del tema IPC.  

 
A LOS HECHOS 

 
Son parcialmente ciertos, la señora TC (r) DIANA IVONE SANCHEZ MARTINEZ presto 

sus servicios a la policía nacional hasta el día 14 de febrero de 2015 siendo reconocida 

asignación de retiro a partir de la mencionada fecha por la Caja de Sueldos de Retiro de la 

Policía Nacional mediante resolución No. 776 del 03 de febrero de 2015, incluidos todos 

los factores computables para el grado según lo dispuesto en el decreto 2012 de 1990, y 

demás normas aplicables para tal fin, los demás hechos trascurrieron mientras prestaba el 

servicio en la Policía Nacional o apreciaciones realizadas por el libelista. 

 
RAZONES DE LA DEFENSA 

 
Si bien es cierto que la Ley 100 de 1993 dispone el reajuste pensional en su artículo 
14, no es menos cierto que el libelista olvida que por mandato Constitucional 
consagrado en los artículos 217 y 218 superiores, la Fuerza Pública goza de un 
régimen especial de pensiones, razón por la cual todos los años el Gobierno 
Nacional expide los decretos haciendo el respectivo reajuste, diferente es, que si 
el demandante no está de acuerdo con éstos, ha debido demandar los decretos, 
repito, emanados por el Gobierno Nacional y no a la Caja de Sueldos de Retiro de 
la Policía Nacional, pues esta no tiene la facultad para modificarlos, en este 
sentido se ha pronunciado el Tribunal Contencioso Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Segunda-Subsección “C”, en fallo proferido el 22 de 
febrero de 2007, al decir: 
 
“Cabe mencionar igualmente que los mencionados decretos no fueron 
declarados inexequibles por la Corte Constitucional, ni anulados por la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, siendo por tanto de aplicación 
obligatoria para los servidores allí indicados. En tal sentido, la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, carece de competencia para 
modificar las escalas de remuneración fijadas por el Ejecutivo, quien es el 
único competente para hacerlo. Mal podría entonces exigírsele a la citada 
entidad que se atribuya la potestad que no le ha sido conferida, con miras a 
satisfacer los reclamos de orden de orden salarial para los años 2000, 2001, 
2002, 2003 en una proporción igual al índice de precios al consumidor 
certificado por el DANE.”. (Negrilla fuera de texto). 
 
De otra parte, el demandante invoca como normas violadas las siguientes: 

 

De orden Constitucional: Artículos 2, 4, 13, 46, 48 y 53. 



   

                                                         

De orden legal: Decretos 1211, 1212, y 1213 de 1990 y demás normas 
concordantes y vigentes de la seguridad social. 
Con relación a las imputaciones según el concepto "de violación normativa”, 

invocada por el libelista, me permito mencionar lo siguiente: 

La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, no ha transgredido ningún 
régimen laboral como pretende endilgarle el demandante, por cuanto, no es ésta la 
que condiciona el reajuste a las asignaciones de retiro, toda vez, que se basa en las 
normas especiales y vigentes para el caso, una vez se solicita asignación de retiro 
por la persona que se crea con derecho al haber alcanzado los requisitos mínimos 
para la misma.  

De otra parte, los privilegios que el Gobierno Nacional  da al personal ACTIVO DE 
LA FUERZA PUBLICA, generalmente tienen un carácter de INCENTIVO para 
motivar el mayor desempeño de las funciones de aquellos que comprometen su 
RESPONSABILIDAD en momentos cruciales o coyunturales de orden público y que 
en ocasiones es un reemplazo de otros privilegios reconocidos al personal activo en 
época anterior (ejemplo: tiempos dobles en estado de sitio) y que hoy están 
abolidos o que por circunstancias legales no se les puede otorgar. 

 
La ley (marco) 4 de 1992, consagra en el artículo 10:“(...)Todo régimen salarial o 

prestacional que se establezca contraviniendo las disposiciones establecidas en la 

presente ley o en los Decretos que dicte el Gobierno Nacional en desarrollo de la 

misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos (...)” (Subrayado 

fuera de texto). Por lo tanto, lo señalado en el artículo 1 de la ley 238 de 1995 no 

puede interpretarse en contravención del principio plasmado en el artículo 13 de la 

Ley 4 de 1992 sobre nivelación de la remuneración del personal activo y del 

retirado de la Fuerza Pública, que constituye “la esencia del régimen pensional 

especial” aplicable al personal de la Fuerza Pública. 

 
En ese orden de ideas, CASUR no violó la ley, simplemente se basó en las 
normas que rigen el régimen especial de la Fuerza Pública, por lo tanto, debe 
tenerse en cuenta que atendiendo a ese régimen especial, se consagran 
condiciones favorables de acceso a la prestaciones como la vejez- asignación de 
RETIRO, igualmente, dichas normas consagran el principio de oscilación que 
orienta la actualización de las asignaciones de retiro de los miembros de la fuerza 
pública. 

Por lo tanto, la Entidad obro dentro del marco legal y es un hecho notorio que los 
aumentos en las asignaciones de retiro no se han hecho en consideración al IPC, 
sino observando los aumentos hechos al servicio activo en el grado. 

Aunado a ello el Honorable Consejo de Estado, ha evaluado casos similares al 
que hoy nos ocupa y ha otorgado la razón a la demandada por no existir 
discriminación o trato desigual en este tipo de decisiones para lo cual se extrae 
aparte de la conclusión de la sentencia del 10 de Agosto de 2017 Radicación: 
25000234200020130010401 (3714-2014) demandante WILSON GERLEY 
VALLEJO GARZÓN vs CASUR. 

 
“3. Conclusión 

Con base en los argumentos previamente expuestos y al no encontrarse 

configurado dentro del proceso un trato discriminatorio y desigual se 

confirmará la decisión del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, al 

quedar claramente establecido que para la fecha en que el señor Wilson 

Gerley Vallejo Garzón le fue reconocida su asignación de retiro (año 2009), 



   

                                                         

está le fue liquidada y ha sido reajustada dentro del marco legal, en virtud 

del principio de oscilación.” 

 

Asimismo, encontramos que el 09 de Febrero 2017 se profirió decisión en la cual 
se confirmó sentencia del Tribunal administrativo de Cundinamarca que negó las 
pretensiones de la demanda, esto en el proceso 25000-23-42-000-2013-00395-01  
(3271-2014) demandante ANA GEORGINA PIÑEROS BERMÚDEZ vs CASUR, 

por otra parte la misma suerte corrió el proceso 25000-23-42-000-2013-03667-01 

(3703-2014) demandante GERMÁN FRANCISCO LASSO VACA vs CASUR 

sentencia del 09 de Marzo de 2017, de la misma forma llega el máximo Tribunal 

en el proceso 25000-23-42-000-2013-03499-01(1914-2014) demandante JOSÉ 

WILLIAM ARIAS GARCÍA vs CASUR sentencia del 9 de febrero de 2017. 

 

“En conclusión: la entidad demandada no utiliza dos bases de liquidación al 

momento de reconocer la asignación de retiro de los coroneles de la Policía 

Nacional, porque la determina conforme al mandado legal vigente para la 

fecha de retiro. La diferencia en valores entre los pensionados de Casur que 

tuvieron el grado de Coronel, radica en lo que cada uno percibió en el 

servicio activo al momento del retiro y en la fecha en que les fue reconocida 

la asignación de retiro.” 

 

Conforme a lo anterior, el Honorable Consejo de Estado nos ilustra frente la 
igualdad que pretende el demandante, la cual no se ha vulnerado por parte de mi 
representada lo cual ratifica la legalidad del acto administrativo demandado, lo cual 
se evidencia en la más reciente decisión adiada 9 de noviembre de 2017 proceso 
050012333000201301349 01 (1169-2017) DEMANDANTE JORGE ELÍAS 
SALAZAR PEDREROS vs CASUR. 
 

EXCEPCIONES 
 
Formulo excepciones de Fondo contra las pretensiones de la demanda, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 175, numeral tercero y 180, numeral 6 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
La señora DIANA IVONE SANCHEZ MARTINEZ pretende que se declare la 
nulidad del acto administrativo emitido por la Policía Nacional contenido en el 
Oficio No. S – 2018 066126 de fecha 10 de diciembre de 2018 igualmente, solicita 
a título de restablecimiento se condene a la Policía Nacional, pagar la diferencia 
de que según ella se presentó entre lo pagado y el IPC para las anualidades entre 
el año 1997 y el 2004 mientras se encontraba en servicio activo. De conformidad a 
la naturaleza jurídica del concepto de legitimación en la causa, en sentido amplio, 
la Corte Constitucional en sentencia C-965 de 2003 se ha referido a ella, como la 
“calidad subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que 
se discute en el proceso” de modo que cuando una de las partes carece de esta 
condición, el juez no puede tomar una decisión favorable al demandante.  
 
De igual manera el Consejo de Estado en sentencia del 11 de noviembre de 2009, 
expediente 18163, indicó: 
 

“(…) La legitimación en la causa consiste en la identidad de las 
personas que figuran como sujetos (por activa o por pasiva) de la 



   

                                                         

pretensión procesal, con las personas a las cuales la ley otorga el 
derecho para postular determinadas pretensiones. Cuando ella falte 
bien en el demandante o bien en el demandado, la sentencia no 
puede ser inhibitoria sino desestimatoria de las pretensiones 
aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la persona contra 
las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación 
correlativa alegada (…)" 
 

Aunado a lo anterior, el Máximo Órgano de Cierre de esta Jurisdicción en 
sentencia del 17 junio de 2004 expediente No. 1993-0090(14452) CP. María Elena 
Giraldo Gómez sostuvo:  
 

“(…) la legitimación en la causa ha sido estudiada en la 
jurisprudencia y la doctrina y para los juicios de cognición desde 
dos puntos de vista: de hecho y material. Por la primera, 
legitimación de hecho en la causa, se entiende la relación 
procesal que se establece entre el demandante y el demandado 
por intermedio de la pretensión procesal; es decir es una 
relación jurídica nacida de una conducta, en la demanda, y de 
la notificación de ésta al demandado; quien cita a otro y le 
atribuye está legitimado de hecho y por activa, y a quien cita y 
le atribuye está legitimado de hecho y por pasiva, después de la 
notificación del auto admisorio de la demanda. En cambio la 
legitimación material en la causa alude a la participación real 
de las personas, por regla general, en el hecho origen de la 
formulación de la demanda, independientemente de que haya 
demandado o no, o de que haya sido demandado o no. Es decir, 
todo legitimado de hecho no necesariamente será legitimado 
material, pues sólo están legitimados materialmente quienes 
participaron realmente en los hechos que le dieron origen a la 
formulación de la demanda”  
(Negrillas y subrayas fuera de texto)  
 

En ese orden de ideas, mi representada no cuenta con la facultad de reconocer el 
reajuste solicitado, pues lo que se pretende es que se realice un reajuste a los 
valores cancelados en actividad y la modificación de la hoja de servicios que elabora 
y solo puede modificar la Policía Nacional, ya que el demandante se encontraba en 
servicio activo para los años 1997 al 2004. 
 
Subsidiaria 
 

INEXISTENCIA DEL DERECHO 
 

Sobre el primer aspecto, esto es, la INEXISTENCIA DEL DERECHO, debe 
indicarse que el libelista pretende reajuste en su asignación de retiro para los años 
1997 al 2004, al estimar que existe una diferencia en su favor, respecto a los 
incrementos realizados a las mesadas de los pensionados de los demás sectores 
y el realizado a la mesada del demandante en aplicación del IPC.  Aspecto que no 
resulta cierto por las siguientes razones: 
 

Si accediera a la pretensión de reajuste del IPC sin que se hubiese reconocido la 

asignación de retiro, contrariaría el artículo 14 de la ley 100 de 1993 toda vez que 

esta se refiere únicamente a los pensionados, situación que se ha venido 

asimilando a los retirados de la Fuerza Pública, impidiendo la aplicación del 

incremento del citado artículo a un miembro activo de la Policía Nacional. 



   

                                                         

 

Es decir que para los años de los que se pretende su reajuste, el demandante se 

encontraba en actividad, por la cual no cumple el requisito principal del artículo 14 

de la ley 100 de 1993, es decir encontrarse pensionado, o con asignación de retiro 

según sea el caso.  

 

Acorde con lo antes expuesto, emerge claramente la ausencia de los derechos 

que invoca el actor y que le fueron conculcados por la CAJA DE RETIRO DE LA 

POLICIA NACIONAL. Por lo tanto, ruego a usted señor Juez, no acoger las 

pretensiones elevadas por el actor, ante la inexistencia del derecho. Con respecto 

al derecho a la igualdad esgrimido por el accionante, el honorable Consejo 

de Estado, se ha referido en el sentido de que la igualdad se debe predicar 

solo entre iguales, es decir con la mismas condiciones, y en este caso 

claramente no se encuentran en las mismas condiciones, es decir que en el 

momento de la ocurrencia de los hechos, esto es para los años que solicita 

el reajuste del IPC la demandante no gozaba asignación de retiro, contrario a 

los que ya se habían retirado y consolidado sus derechos pensionales, los 

cuales durante el tiempo en que el demandante estuvo en actividad 

cambiaron. Por lo cual es claro que no existe igualdad entre los retirados 

antes y después de 1997 y 2004. Para mayor ilustración, los retirados con 

vigencia del decreto 2012 de 1990 se le realiza operación matemática para 

efectos de liquidación de prima de actividad según tiempo de servicio caso 

contrario con los retirados en vigencia del 4433 de 2004 que en ese caso se 

les liquida el 49.5% se la mencionada prima en todos los casos.  

 
Finalmente, debo destacar  que a partir del año 2005 y hasta la fecha, los 
incrementos efectuados a las asignaciones mensuales de retiro fueron 
iguales o superiores al IPC. 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Invoco como normas aplicables al caso controvertido CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE COLOMBIA artículos 48, 53, 217, 218; artículo 180 del C.P.A.C.A, Ley 4 de 
1992, Decreto 335 de 1995, Decreto 107 de 1996 y el canon 332 de Código de 
Procedimiento Civil. 

 
PRUEBAS 

 
Solicito al Honorable Despacho, tener en cuenta para estudio, análisis y fallo del 
proceso a favor de la demandada las siguientes: 
 

- Poder debidamente otorgado y documentos de representación. 
 

- Los solicitados en el auto admisorio de la demanda (antecedentes 
administrativos del demandante). 
 

 
ANEXOS 

 
Anexo los documentos enunciados en el acápite de pruebas. 



   

                                                         

 
NOTIFICACIONES 

 
El representante legal de la Entidad demandada y el suscrito apoderado, las recibirán 
en la carrera 7 No. 12b-58 piso 10 de Bogotá y correo electrónico 
judiciales@casur.gov.co  y hugo.galves578@casur.gov.co  

 
PETICIÓN 

 
En aras de la seguridad jurídica, la consolidación pensional y el principio de 
legalidad del acto administrativo demandado, las pretensiones deben ser 
despachadas desfavorablemente, por no haber motivo de violación o 
quebrantamiento de normatividad alguna en la cual se sustenta dicho acto, por lo 
cual solicito respetuosamente sean denegadas las suplicas de la demanda, 
manteniéndose incólume el acto administrativo demandado.  
 
 
 
 
 
Del señor Juez respetuosamente,  
 
 
 
 
 
 

 
HUGO ENOC GALVES ALVAREZ  
C.C. No. 79.763.578 de Bogotá 
T.P. No. 221.646 del C.S. de la Jud. 
hugo.galves578@casur.gov.co 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

mailto:judiciales@casur.gov.co
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Señor. (a)  Dr. (a) 
JUEZ 46 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA         
E.   S.   D. 
 
 
MEDIO DE CONTROL   :  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
PROCESO No.  :  11001334204620200031400 
DEMANDANTE  :  DIANA IVONE SANCHEZ MARTINEZ     
DEMANDADO : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL 
 
 
CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRIGUEZ, mayor de edad y domiciliada en la ciudad de 
Bogotá D.C., identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 51.768.440 de Bogotá y 
portadora de la tarjeta profesional No. 62.571 del Consejo Superior de la Judicatura, 
correo electrónico juridica@casur.gov.co  en mi condición de Representante judicial y 
extrajudicial de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional –CASUR-, 
Establecimiento Público, adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, creado por el Decreto 
417 de 1955, adicionado y reformado por el Decreto 3075 de 1955, y reglamentario 
mediante los Decretos 782 de 1956, 2343 de 1971, 2003 de 1984, 823 de 1995 y Acuerdo 
008 del 2001, delegada para efectos mediante Resolución 8187 del 27 de octubre de 
2016, y de conformidad a lo establecido en el Decreto 1384 de 2015, por medio del 
presente manifiesto que confiero poder amplio y suficiente al Doctor HUGO ENOC 
GALVES ALVAREZ, mayor y vecino de esta ciudad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 79.763.578 de Bogotá, con tarjeta profesional No. 221.646 del Consejo 
Superior de la Judicatura, correo electrónico hugo.galves578@casur.gov.co  para que 
represente y defienda los intereses de CASUR dentro del Proceso de la referencia.  
 
El apoderado queda expresa y ampliamente facultado en los términos del artículo 77 del 
C.G.P. y de manera especial para notificarse, recibir, conciliar, desistir, renunciar, sustituir 
y reasumir el presente poder, y en general todo lo que esté conforme a derecho para la 
representación y defensa de los intereses de la entidad.  
 
Sírvase Señor (a) Juez (a) reconocerle personería para actuar en los términos de este 
poder. 
 
Acompaño Decreto de nombramiento, acta de posesión y certificación del cargo que 
acreditan la representación Legal. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 

CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRIGUEZ  
Jefe Oficina Asesoría Jurídica  

 
 
Acepto, 
 
 

 
HUGO ENOC GALVES ALVAREZ  

C.C. No. 79.763.578 de Bogotá 
T.P. No. 221.646 del C.S. de la Jud. 

hugo.galves578@casur.gov.co 

mailto:juridica@casur.gov.co
mailto:hugo.galves578@casur.gov.co
mailto:hugo.galves578@casur.gov.co
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LA SUSCRITA COORDINADORA ( E ) DEL GRUPO DE TALENTO HUMANO 
DE LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL – CASUR
 
 

 
NIT.899999073-7

 
 

CERTIFICA:
 
 
 

Que la servidora pública CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRIGUEZ, identificada 
con cédula de ciudadanía No 51.768.440 de Bogotá, se encuentra vinculada con la 
entidad desde el 03 de diciembre de 2007, actualmente desempeñando el cargo de 
JO - Jefe de Oficina Asesora del Sector Defensa (Jurídica), código 2-1, grado 24, 
en la Planta de personal de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional.
 

Dada en Bogotá, D.C., a los 04 días del mes de septiembre, a solicitud de la 
servidora pública, con destino a TRAMITES JUDICIALES.

 

  
 ADRIANA AGUDELO PEREZ

COORDINADORA GRUPO TALENTO HUMANO – ENCARGADA
 
 

 
  
Elaboró: A.A. Nohora Velásquez
A.A. Grupo Talento Humano

 
 






































